Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 43 minutos) 


Antes que nada, debemos informar que, tal como lo habíamos adelantado en la última 
sesión, esta Comisión ha sido especialmente convocada para el día jueves 3 de mayo, a las 14 y 30 
horas -dado que el martes 1? de mayo es feriado- a efectos de recibir al señor Senador Amaro y sus 
asesores. 


Cabe acotar que hemos conversado con el Presidente de la Comisión de Asuntos Laborales y 
Seguridad Social y con el de la Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca, para que ese día no haya 
sesión de esas comisiones en el horario tradicional. De esta manera, se facilitaría la realización de una 
sesión que estimamos va a durar no menos de un par de horas, ya que ese tiempo es el que el 
Senador Amaro -con el que hemos conversado- estima necesario, aunque obviamente dispondrá del 
que desee. 


A su vez, se cursó un oficio a través del Presidente de la Asamblea General a la Suprema 
Corte de Justicia y a través de ésta al Juez, solicitando que se remita el material complementario que 
pueda existir en el juzgado. A los efectos de no tener que hacer copia de una cantidad de documentos 
que, aparentemente, ocupan una habitación, algún asesor del Senador Amaro acompañaría a la 
Secretaría de la Comisión para seleccionar aquél material que se considere indispensable para el 
estudio del expediente. 


La Comisión de Constitución y Legislación tiene el agrado de recibir al señor Ministro de 
Trabajo y Seguridad Social, señor Bonomi y al señor Subsecretario, señor Bruni, para tratar el tema de 
ocupación de los lugares de trabajo. Conjuntamente con la invitación que se le realizara al Ministro, se 
le ha cursado el proyecto de ley presentado por el señor Senador Sanguinetti, el presentado por el 
señor Senador Antía conjuntamente con quien habla y la versión taquigráfica de la sesión en la que la 
Comisión decidió invitarlo para exponer sobre este tema, señalando además que en el transcurso del 
próximo mes de mayo también estará presente en la Comisión la señora Ministra del Interior, Daisy 
Tourné. 


Entonces, para comenzar a tratar el tema que nos ocupa, cedemos el uso de la palabra al 
señor Ministro Bonomi. 


SEÑOR MINISTRO..- Gracias, señor Presidente. 


Tal como se ha mencionado, nosotros hemos recibido los dos proyectos y la invitación para 
concurrir a este ámbito. Por lo tanto, creo que lo mejor sería informar acerca de la manera en que 
nosotros estamos abordando este tema. 


Como ustedes saben, en el marco de la convocatoria de lo que llamamos “El compromiso 
nacional por el empleo, los ingresos y las responsabilidades”, se han formado Comisiones de trabajo, 
así como una Mesa de seguimiento de dicho compromiso. Precisamente, una de ellas tiene que ver 
con la legislación laboral y su intención es la de discutir acerca de un sistema nacional de negociación 
que procurará articular cuatro aspectos distintos. 


Entre ellos, se destaca el del Salario Mínimo Nacional para aquellos trabajadores que no 
tienen ninguna forma de negociación; el de la negociación por rama de trabajo con la base de los 
Consejos de Salarios; el de la negociación por empresa bipartita -que sirva para mejorar el 
incumplimiento de las resoluciones de los Consejos de Salarios- por medio de la cual se puedan 
abordar temas que los Consejos de Salarios no pueden tratar, tales como los planes de producción, 
productividad o incentivo y, por último, el de la prevención de conflictos. 


Debemos señalar que el hecho de incluir en todo esto el tema relativo a la prevención de 
conflictos, fue acordado con los representantes de las Cámaras Empresariales y de los sindicatos, 
como consecuencia de un decreto del año pasado que fue muy cuestionado tanto por los trabajadores 


como por los empresarios. Á su vez, antes del decreto, habíamos presentado un proyecto de ley que 
también fue cuestionado por ambas partes, por lo que finalmente acordamos sustituirlo por un decreto, 
aún sabiendo que el sector empresarial iba a impugnarlo. Así fue anunciado en su momento; sin 
embargo, también se hizo saber que, a juicio de dicho sector, el mecanismo del decreto era mejor que 
el del anterior proyecto de ley, en la medida en que se planteaba la discusión de este sistema nacional 
de negociación o, como en su momento estaba planteado, de un proyecto de ley de negociación 
colectiva. 


En definitiva, se lo iba a impugnar entendiendo que los tiempos de la impugnación darían 
lugar a poder avanzar en la discusión tripartita. Finalmente, llegamos a un acuerdo en esa discusión y 
se resolvió derogar el decreto. 


Evidentemente, todo esto fue objeto de conversaciones. Es sabido que a raíz del proyecto de 
ley de tercerizaciones hubo una suspensión provisoria de la discusión; sin embargo, pensamos que 
ahora todo está encauzado nuevamente y se volverá al intercambio de ideas sobre este tema. Esto 
está ubicado en ese organismo tripartito a cuyo seno vamos a invitar a los Presidentes de las 
Comisiones de Asuntos Laborales y Seguridad Social de la Cámara de Senadores y de Legislación del 
Trabajo de la Cámara de Representantes, a fin de que ambas Comisiones vean cómo podrían 
participar en el intercambio. 


Paralelamente a dicho intercambio, el tema ha sido considerado en el seno de la Comisión 
de Legislación del Trabajo de la Cámara Baja; en este sentido, hemos mantenido conversaciones 
fundamentalmente con el anterior Presidente de la misma, señor Representante Pablo Iturralde. Así 
pues, se acordó que la Comisión misma se encargue de organizar un debate sobre el tema, con el 
apoyo de la Organización Internacional del Trabajo y con la participación de diferentes actores políticos 
y sociales. La idea es poder avanzar en la discusión y tomar lo que surja de ese intercambio como 
insumo para el tema que nos ocupa. 


Esto es, en definitiva, lo que tenemos planteado. 


Cabe acotar que algunos proyectos de ley sobre el tema fueron presentados desde la 
Cámara de Representantes al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; estamos hablando de, por lo 
menos, tres iniciativas concretas. 


En este sentido, en las conversaciones mantenidas con el señor Representante Iturralde, le 
hice saber que, en lo personal, de los proyectos recibidos, me inclinaba más hacia el firmado por los 
señores Senadores Antía y Gallinal. Sin embargo, antes que nada nos hemos planteado avanzar en 
este intercambio o debate en Comisión, para recién después pasar a considerarlo. Cuando dije que, 
personalmente, me inclinaba más hacia el proyecto mencionado, no quise decir que tuviera que 
tratarse exactamente de esa iniciativa, tal como está, sino que, a mi entender, ella podía ser tomada 
como base para la discusión. 


Precisamente, en ese marco recibimos estos otros dos proyectos que, a nuestro entender, 
aportan al debate. Aún así, creemos que conviene seguir avanzando en el compromiso nacional tal 
como está planteado, esto es, tratar de alcanzar algún tipo de consenso social, aún sabiendo que no 
será total. 


Además, tanto las Cámaras empresariales como los sindicatos por lo general concurren al 
intercambio partiendo de la base de que se acuerda todo o nada. Entonces, avanzamos bastante y 
sólo quedan dos o tres puntos sin acuerdo los que, obviamente, conducen a que no hay arreglo por el 
punto de partida que tuvimos. Sin embargo, para nosotros es importante porque, en general, se avanzó 
sobre la base de varios acuerdos que permiten redactar -sin el compromiso de todas las partes, pero sí 
con un intercambio importante- algo trascendente que después, quizás, cuente con un mayor apoyo. 
Ese es el camino que hemos seguido y pensamos continuar. Hasta aquí la presentación que podemos 
hacer al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que del diálogo que tuvimos en la Comisión en la circunstancia en que 
se decidió invitar al señor Ministro surge que, aparentemente, quienes hemos presentado los proyectos 
y estamos buscando una solución tenemos tiempos distintos a los del Gobierno. Digo esto, no sólo en 
tanto éste plantea lo que en aquella oportunidad anunció en la Comisión uno de los señores 


Senadores en el sentido de que se está estudiando un gran proyecto de ley de convenios colectivos, 
en donde seguramente se trataría de introducir un capítulo dirigido a solucionar el tema de las 
ocupaciones de los lugares de trabajo, sino que también, evidentemente, hoy en día estamos viviendo 
circunstancias de ocupación -algunas que ya llevan un tiempo prolongado y otras que se van 
sucediendo y que demoran en resolverse- que, como es obvio, generan dificultades, problemas e 
incertidumbres. En aquella oportunidad señalábamos que también, de alguna manera, circunstancias 
como ésta conspiran contra la generación de fuentes de trabajo genuinas y contra la propia inversión 
La imprenta Vanni -por señalar uno de los casos- está ocupada hace mucho tiempo y no hay viso de 
solución, en donde también está lesionado el propio derecho de propiedad. 


Entonces la pregunta que quiero formular al señor Ministro es si esas urgencias no pesan en 
el momento de tomar esas decisiones. Digo esto, porque si ahora se va a esperar la realización de un 
seminario, un foro o un encuentro propiciado por la OIT -que bienvenido sea y que, desde luego, 
vamos a apoyar y respaldar, así como también participaremos en la medida de nuestras posibilidades- 
es evidente que se está postergando una definición que se considera importante. 


En primer término, quisiera conocer la visión del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
sobre si la ocupación de los lugares de trabajo -teniendo en cuenta, además, que el propio señor 
Ministro declaró en su momento que la decisión del Poder Ejecutivo de derogar el decreto por el cual 
había una forma de desocupación, le había limitado su posibilidad de acción- a juicio del Poder 
Ejecutivo, del señor Ministro, significa una prolongación del derecho de huelga, como se ha sostenido 
por algunas personas en estos tiempos -también por el señor Ministro de Economía y Finanzas, como 
se me acota- o, por el contrario, si cree que hay que buscar alternativas. 


En segundo lugar, deseo conocer qué se va a hacer -mientras llegan esas soluciones- con 
aquellos lugares que ya están ocupados desde hace mucho tiempo, como el ejemplo de Vanni que 
acabo de citar o el caso de Dancotex que, aparentemente, está encontrando un camino de solución. 


Por otra parte, quisiera saber si el Poder Ejecutivo considera urgente la búsqueda de un 
instrumento legal que le permita actuar en esta materia. De lo contrario, ¿cuál va a ser la actitud 
mientras tanto? 


Esas son, de mi parte, las dudas que quería trasladar al señor Ministro de Trabajo y 
Seguridad Social 


SEÑOR MINISTRO.- En primer lugar, me gustaría hacer una precisión en cuanto a lo que he dicho 
públicamente sobre la derogación del decreto. Esta fue una decisión del Ministerio del Interior que el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social no consideró y, tal como funcionaba el decreto -consultando al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social antes de desocupar- muy pocas veces se había aplicado. 


Con respecto a las ocupaciones que vienen de tiempo atrás -Dancotex y Vanni- las dos son 
muy particulares, fundamentalmente la de Vanni. No sólo nosotros tenemos esa presunción, sino 
también el Juez que tomó resolución sobre el tema. Partimos de la base de que fue una ocupación 
impulsada por el dueño, en acuerdo con los trabajadores, para presionar la aprobación de un crédito 
del Banco República. En la medida en que este Banco negó el crédito y siguió avanzando la 
ocupación, se separaron las aguas de trabajadores y propietario, pero -reitero- el que impulsó la 
ocupación fue el propietario. Entonces, este caso no entra claramente en lo que han sido 
tradicionalmente las ocupaciones. Pasó dos veces por la Justicia y los ocupantes fueron procesados, 
pero no por ocupar -la propia sentencia decía que para la mayoría de la Cátedra de Derecho Laboral la 
ocupación forma parte del derecho de huelga- sino por trabajar para sí en un bien que no era de ellos. 
Por eso fue el procesamiento, que tuvo toda clase de connotaciones. Quiero aclarar que hemos 
negociado esa situación hasta determinado momento, hasta que el doctor Bruni y yo recibimos una 
llamada del propietario. Después de eso no negociamos más y, tal como estaban planteadas las cosas, 
dejamos que el caso fuera por la vía de la Justicia. 


La otra ocupación tuvo dos instancias de acuerdo. Una de las salidas que se había acordado 
no se concretó, pero sí formaba parte del acuerdo mantener en el seguro de desempleo a los 
trabajadores. Sin embargo, luego de haberlo acordado, el propietario dijo a la prensa que el Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social alentaba huelgas pagándoles el seguro de paro, cuando él mismo 


planteaba la conveniencia de que los trabajadores se mantuvieran en el seguro de desempleo porque, 
de no ser así, tenía que pagar el despido en forma inmediata y no podía hacerlo. 


Entonces, ha sido una situación muy complicada, máxime teniendo en cuenta que el motivo 
fue un cierre. No quiero comprometer a todos, pero la mayoría de los textos que se refieren al tema 
habilitan la ocupación en ese caso. Con respecto a si considero que la ocupación formaba parte de la 
huelga, quiero manifestar que -al igual que la inmensa mayoría de la Cátedra de Derecho Laboral 
uruguayo- estimo que sí forma parte, que ni siquiera es la continuidad de ésta, pero que debe cumplir 
determinados requisitos que fueron incluidos, primero en un proyecto de ley y luego en un decreto. 


En lo que va del año, la Justicia determinó tres desocupaciones basándose en el decreto. En 
el caso de la tripería ubicada en Paso de la Arena y de la fábrica de cierres Zip, no intervino el 
Ministerio del Interior. En cuanto a la ocupación de la fábrica de cierres Zip, el Juez convocó a los 
trabajadores y les manifestó que les otorgaba una semana para negociar y que luego de ese plazo se 
iba a proceder a la desocupación. Sin embargo, los trabajadores, sin negociar, abandonaron la 
ocupación. En lo que tiene que ver con la tripería, se procedió de igual forma, pero los trabajadores no 
desocuparon y cuando venció el plazo y el Juez resolvió que se desocupara la fábrica, se fueron sin 
que participara el Ministerio del Interior. Hubo un tercer caso parecido a los otros dos, donde se 
desocupó a través del mismo mecanismo. 


En cuanto a la actual ocupación de la Cooperativa Policial, el Juez resolvió que no le 
corresponde proceder a desocupar. 


En un momento de auge de las ocupaciones, elaboramos un proyecto de ley, que luego 
retiramos a pedido del sector empresarial y de los trabajadores, sustituyéndolo por un decreto. 
Nosotros considerábamos que las ocupaciones iban a comenzar a disminuir y, efectivamente, hubo un 
descenso sensible de las mismas. Actualmente se ha realizado alguna ocupación, pero no se puede 
comparar con las que se produjeron a principios del año pasado: estamos ante un número mucho 
menor y pensamos que van a seguir disminuyendo. 


Ahora bien, pensamos que debe existir un instrumento con sustento de ley -no el decreto que 
se derogó- que conviene procesarlo en el intercambio tripartito. Más allá de la urgencia, se necesita un 
consenso social mayor que el que puede alcanzar un proyecto de ley aprobado solamente por el 
Parlamento, sin la participación de trabajadores y empresarios. Consideramos que ese es el camino 
correcto; sabemos que no vamos a lograr acuerdos, pero sí un consenso social mayor que permitirá 
la aprobación de una norma para que el tema tenga el marco legal que necesita. 


SEÑOR MOREIRA.- Tenemos los decretos 512, 286 y 145/05, que son muy parecidos y dos proyectos 
de ley, uno presentado por el señor Senador Sanguinetti y el otro por los señores Senadores Gallinal y 
Antía. Los decretos hacen mención no sólo a locales comerciales, industriales y similares, sino 
también a centros de enseñanza, públicos y privados; de asistencia médica, también pública o privada 
y organismos públicos. 


El señor Ministro se ha expresado claramente en el sentido de que el Decreto refiere a 
establecimientos comerciales, industriales y similares y se considera una extensión del derecho de 
huelga, pero sujeto a lo que en esa norma se establece en el sentido de que se requiere una 
negociación previa y se toma la ocupación como la última “ratio”. 


También hemos escuchado declaraciones del señor Ministro de Economía y Finanzas en 
ocasión de una ocupación -muy rápida y fugaz- llevada adelante en la sede de esa Cartera por 
funcionarios públicos. 


Por otro lado, si bien no se trata de funcionarios públicos, sabemos que en este momento hay 
un movimiento de guardahilos de ANTEL que están reclamando al Ente determinadas condiciones y, 
aparentemente, tendrían la intención de ocupar la Torre de ANTEL. 


En síntesis, me gustaría saber la opinión del señor Ministro y si considera que son situaciones 
similares o, por el contrario, de naturaleza diferente que exigen respuestas también distintas. Hay 
ejemplos en los que, como ocurrió con Dancotex, se optó por dejar hacer y la ocupación se prolongó 


durante un año, pero también están los casos de ocupaciones en establecimientos del Estado, que 
podrían ser realizados por funcionarios públicos u otros ciudadanos. Concretamente, quisiera saber si 
el señor Ministro considera que hay situaciones de diferente naturaleza, que exigen una respuesta 
diferente. Pero, además, eso lo he podido ver reflejado en los textos de los decretos y en el proyecto 
de ley presentado por el señor Senador Sanguinetti. 


SEÑOR MINISTRO.- Desde el Gobierno nos estamos manejando con lo que establece el decreto 
aprobado el año pasado, que dice que toda acción que ponga en riesgo la vida, la salud, la seguridad y 
el orden público amerita la desocupación. Así lo hemos hecho en dos ocasiones. En el ejemplo de 
Dancotex, a nuestro entender no está en riesgo la salud, la vida, la seguridad, ni el orden público. 


Ahora bien, hay sindicatos que dicen que ocuparon en un caso el Ministerio de Economía y 
Finanzas y, en otro, el de Trabajo y Seguridad Social. En particular, el SUTMA, durante el Gobierno del 
doctor Sanguinetti decía ocupar el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; decía ocuparlo también en 
el Gobierno del doctor Batlle y, ahora, en nuestro Gobierno, dice lo mismo. Sin embargo, en realidad, 
no lo ocuparon, porque en los hechos lo que ocurre es que los trabajadores hacen una gestión en esa 
Cartera, en la que son acompañados por otros trabajadores. Concretamente, si llegaran a ocupar el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y con esa acción impidieran su buen funcionamiento, 
tendríamos que aplicar las disposiciones del Decreto y, en consecuencia, no permitir la ocupación 
como tal. 


Aclaro que no me estoy refiriendo a los hechos actuales, en los que los trabajadores que 
acompañan a una delegación que concurre al Ministerio, se quedan a esperar. Del mismo modo, 
procederemos en todos los organismos del Estado, en los casos de ocupaciones que impidan su 
funcionamiento, porque a nuestro entender ello tiene relación con algo que consideramos esencial o 
sea, el funcionamiento del Gobierno. 


Volviendo al caso de Dancotex, debo decir que allí no se procede de ese modo, porque la 
empresa fue ocupada, luego de que cerró, en defensa de los créditos laborales y del empleo, en cuyo 
caso no se está afectando ninguno de los puntos que se establecen en el decreto. Eso es lo que 
entendemos nosotros y así hemos actuado, por ejemplo, en dos ocasiones en las que tuvimos que 
comunicar a los trabajadores que la ocupación tenía que terminar, ante lo cual se retiraron, porque con 
esa acción se impedía el buen funcionamiento de determinadas oficinas del Gobierno. En esos casos, 
entendimos que la ocupación no correspondía. 


Como dije antes, el decreto refiere a cuatro situaciones: riesgo de vida, de salud, seguridad y 
orden público. En la medida en que estas condiciones estén en juego, nosotros vamos a proceder a la 
desocupación, ya se trate de un establecimiento público o privado. 


SEÑOR MOREIRA. En ese caso, estaría afectado el orden público, porque no lo están la vida, la 
seguridad y la salud, por lo que en situaciones de este tipo, se estaría ante una noción 
omnicomprensiva de orden público, pues se estaría ocupando una dependencia pública, con lo cual, 
repito, se vería afectado el orden público. 


Para tener un panorama preciso, diría que prácticamente la ocupación de casi todas las 
dependencias públicas implicaría la desocupación inmediata por la aplicación de ese decreto, tal como 
lo establece el señor Ministro. Esto establece una diferencia muy notoria entre la ocupación de lugares 
públicos y establecimientos privados. Por la respuesta que brinda el señor Ministro, creo visualizar eso; 
ojalá que no suceda pero, si ocurriera, deberíamos concluir que inmediatamente los funcionarios serían 
desalojados, pues se procedería en la forma en que lo establece el decreto dictado en el año 2005. 


SEÑOR RIOS.- Personalmente, creo que la alteración del orden público es una interpretación. Según 
lo que he visto -que, por suerte, no ha sido todo, pues me queda mucho por ver- generalmente, un 
sindicato entra a la primera sala de un Ministerio y pide una audiencia; allí está un rato y eso no implica 
una alteración al funcionamiento ni al funcionamiento normal de lo que representa el concepto amplio 
de orden público. 


Tampoco hay una violación al orden público cuando un jerarca deja una institución y sale el 
funcionariado a aplaudirlo o a despedirse de él, tal como ha sucedido en esta y otras Administraciones. 
Aquí lo que hay es una medida complementaria de la reivindicación y no tiene por objetivo -por lo 


menos en lo que conozco- que el ente público no cumpla su función. Esa es la interpretación que yo le 
doy. Comparto lo que decía el señor Ministro en cuanto a que una violación del orden público que 
merezca una desocupación, según lo que establece el decreto, ocurrirá cuando existiere una violación 
al funcionamiento normal de esa oficina que se ocupa. Se dice, por ejemplo, que tal sindicato ocupó. 
Pero llegó hasta la entrada, golpeó y salió, lo que generalmente ocurre. Y eso ha pasado en alguna de 
las Intendencias del interior. Entonces, creo que ahí no hay una violación del orden público, porque no 
se ve alterada la función esencial de ese organismo público. 


SEÑOR MICHELINI.- El señor Ministro nos dice que el problema existe y que necesita una solución de 
rango legal. Nos comenta y nos relata cómo han ocurrido los hechos y cuál es la normativa que hoy 
tiene para atender las diferentes situaciones más delicadas, ya que a través del decreto el Estado 
uruguayo desaloja las ocupaciones. Me refiero a las ocupaciones que afecten los servicios privados o 
públicos en cuanto al tema de la salud, la vida, la seguridad y el orden público. Nos expresa que, 
próximamente, cuando venga una normativa más general de convenios colectivos -si no escuché mal- 
seguramente, incluirá una serie de artículos vinculados a esta temática y, aunque no haya consenso, 
nos estaremos acercando a una serie de normas que arbitren el tema reuniendo el mayor respaldo 
social. 


La Comisión tiene dos caminos. Por un lado, puede esperar la normativa del Poder Ejecutivo 
y, en función de eso, invitar a los señores Ministro y Subsecretario para que la presenten en este 
ámbito, brindándonos sus opiniones y respondiendo a nuestras interrogantes. Por otro, una vez que se 
retire el señor Ministro, en esta reunión o en la siguiente, podremos discutir si vamos o no a esperar la 
propuesta del Poder Ejecutivo y vamos a legislar con estos u otros proyectos. En este último caso -es 
decir, si optamos por legislar con estos u otros proyectos- podremos invitar nuevamente al señor 
Ministro. 


Creo que esa es una decisión que escapa al señor Ministro; él nos ha trasmitido que su 
postura en este tema es que espera que el Poder Ejecutivo envíe una normativa que tenga marco legal 
y que esta Comisión -o la de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado- en los próximos meses 
la tenga en sus manos para poder estudiarla. Mientras tanto, la norma legal existente, con todas las 
complicaciones del caso, termina siendo el decreto, tal cual él nos ha trasmitido. En relación a esto 
podemos sostener opiniones de diverso aspecto, pero es lo que tenemos mientras no venga una 
normativa legal y nadie lo cuestione en los tribunales. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- En primer lugar, rescato la coincidencia existente entre, en este caso, la 
Comisión y el Poder Ejecutivo, en cuanto a la necesidad de legislar en la materia. Esto fue dicho, 
prácticamente, desde los inicios de esta Administración y, por lo tanto, creo que, como bien decía el 
señor Presidente, quizás estemos en tiempos distintos, pero no estamos en diferentes puntos de 
llegada en cuanto a la necesidad, repito, de legislar en la materia. 


En segundo término, creo que -así lo ha dicho, también, el señor Ministro en algunas 
reuniones y muchas veces a la prensa- no tenemos necesidad de ratificar cuál es la concepción del 
Ministerio en cuanto a la ocupación, es decir, no utilizamos el término “extensión”, sino que empleamos 
el vocablo “modalidad”, que conceptualmente son diferentes. 


En tercer lugar, diría que sería necesario tener en cuenta experiencias de este Gobierno y 
también anteriores, incluido el del doctor Sanguinetti -y esto no lo quiero dejar sentado simplemente 
como un tema de competencias, sino de actuación- en cuanto a cuál es el papel que debería 
desempeñar, en esta o en cualquiera otra situación, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Este 
Ministerio, como siempre se ha dicho -a veces, malamente- apaga incendios y ahí tenemos una 
modalidad de actuación y una competencia y creo que en cualquier procedimiento que se adopte en el 
futuro, desde el punto de vista legislativo, habría que considerar la importancia de la actuación del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Digo esto, porque en los proyectos que se han visto no está 
demasiado preciso, aunque, obviamente, recién estamos en los inicios del análisis. Sin embargo, 
creemos que esto debe rescatarse, sobre todo, al analizar globalmente una situación. Cuando el 
Ministerio tiene que analizar si hay alteración del orden público o está en peligro la seguridad de toda o 
parte de la población, tiene que hacer un análisis global y no solamente centrarse en un aspecto 
sectorial que puede estar jugando un papel en ese conflicto. 


De ahí, entonces, que me interesaba rescatar esto y no, por ejemplo, que los procedimientos 
sean exclusivamente dejados librados a la actuación del orden policial. Creo que tiene que actuar, 


fundamentalmente, el órgano que más lo hace en la práctica desde que se creó el Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social en la Constitución de 1967. Si nosotros nos remontamos a la actuación de los 
distintos Ministerios de Trabajo y Seguridad Social anteriores a esta Administración, cabe preguntarse 
cómo, en la práctica de la vida real, era que se solicitaba o se pretendía solicitar una desocupación. 


Antes de pedir una desocupación se hacía una llamada telefónica al Ministro de Trabajo y Seguridad 
Social de turno a fin de poner en marcha mecanismos de negociación y de ese modo generalmente se 
evitaba que los lugares de trabajo fueran ocupados; no quiero decir que las ocupaciones no existieran 
pero, en su mayoría, podían evitarse. 


Por otro lado, en el ámbito del compromiso nacional se presentaron las grandes líneas de 
actuación, tanto a los trabajadores como a los empresarios, en cuatro ámbitos, como dijo el señor 
Ministro. Uno de ellos, el último -no por eso el menos importante- luego del Consejo Superior Tripartito, 
de los Consejos Sectoriales y de la negociación colectiva, era precisamente la prevención de conflictos. 
Hemos puesto mucho acento en este aspecto, porque reconocemos que, tanto en la legislación como 
en la vida práctica, la realidad de nuestro país en materia de conflictos demuestra que uno de los 
aspectos que quizás está en el debe es la prevención. De ahí que rescato la importancia de la 
actuación de los Ministerios de Trabajo y Seguridad Social que, por otra parte, está claramente 
establecida en el Decreto del año 2006, donde se especifica que tanto en el ámbito de los Consejos de 
Salarios como de la Dirección Nacional de Trabajo, se apuntaba a la prevención y a la importancia de 
la actuación de esta Cartera como organismo con años de experiencia y competencia propia en los 
conflictos. 


Quería hacer estas reflexiones, porque me parece que aun con tiempos diferentes -como ha 
dicho el señor Presidente- se trata de aspectos que tendrán que ser considerados cuando se vaya a 
legislar, porque hacen a la vida y a la experiencia de los últimos tiempos, sobre todo en un país como 
Uruguay. Por algo existe en la doctrina y en la jurisprudencia uruguaya la no intervención por parte de 
la Justicia en materia de conflictos colectivos. No digo que no deba intervenir, no me estoy refiriendo a 
eso, que es otro tema de discusión; simplemente, menciono cómo la vida práctica en este país ha 
demostrado, más allá de mayores o menores avances, con más o menos demoras -cuando 
hablo de demoras me refiero, obviamente, a Vanni o Dancotex- que todo se ha solucionado, en 
general, por vía de la negociación. Además, como decía el señor Ministro, tanto las ocupaciones como 
la conflictividad han disminuido notoriamente. En lo personal, no quisiera que la conflictividad 
desapareciera porque, entonces, estaríamos en otra cosa; el día que no haya conflictos, sobre todo en 
este mundo de trabajo y capital, estaremos hablando de algo más que, en nuestro concepto, sería 
muy peligroso. 


Muchas gracias. 


SEÑOR SANGUINETTI.- El Ministerio estima que está en un orden de diálogo para elaborar alguna 
norma legal o proyecto de ley al respecto, cree que es útil el consenso -cosa que compartimos- pero 
también anticipa la idea de que difícilmente logre ese consenso pleno o que ello va a resultar 
imposible. Es una convicción que aquí se expresa. Esto hace, a mi juicio, a la necesidad de legislar; 
estamos en una situación por la vía del decreto, que lleva ya mucho tiempo. Desde el primer momento 
coincidí en el criterio del Poder Ejecutivo en cuanto a que esto requería una ley y que no debía ser 
materia de decreto, aun cuando -como bien se ha dicho- el viejo decreto fue aplicado con prudencia y 
todo se manejó sin excesos. Personalmente, creo que esto debe manejarse dentro del Poder 
administrador, que es el responsable del orden público y más aún en un procedimiento judicial. Sé que 
ésta es una opinión discutible, como recién se ha señalado, pero es una opinión. Pienso que hay una 
razón de urgencia; el hecho de que actualmente estemos en un período de cierta bonanza no quiere 
decir que el tema y el problema no existan. Además, la situación de presión psicológica -llamémosle 
así- existe, en la misma medida en que se sabe y se siente que puede desarrollarse una ocupación 
considerada una modalidad de huelga, concepto también muy discutible por otra parte. 


Por lo tanto, yo le preguntaría al Ministerio cuál es el plazo teórico que aproximadamente se 
ha dado para decir que se ha logrado o no el consenso. Digo esto porque, además, esto aparece atado 
a un concepto o una búsqueda mucho más general de una legislación sobre otros aspectos referidos 
también a la prevención. En lo personal, pienso que en la medida en que las legislaciones sobre 
prevención sean muy detalladas y pretendan establecer demasiadas precisiones, no resultan las más 
eficaces. Diría que la propia naturaleza de la materia prevención requiere de la búsqueda de 


entendimientos, por lo que me alegro que deba habilitar básicamente un procedimiento mínimo y no 
demasiado complejo puesto que, de lo contrario, estas legislaciones luego resultan ilusorias. 


Creo que lo mismo sucede con el tema de la ocupación. Por eso me parece importante que se 
establezca O al menos se nos informe de qué orden de tiempo estamos hablando, es decir, si estamos 
hablando de un par de meses, de fin de año, etcétera. Repito que se trata de una situación que actúa 
y Opera, pudiendo haber más o menos ocupaciones en determinado momento, pero la presión 
psicológica de la ocupación es un ingrediente muy importante en la realidad social del país. 


SEÑOR MINISTRO..- Nosotros planteábamos la resolución de este tema como prioridad para este año, 
aunque no diría fin de año. El camino que elegimos, que es el intercambio entre trabajadores y 
empresarios, es lento y lo fue más aun cuando se puso una piedra en el camino con la discusión de la 
ley de tercerizaciones y su reglamentación, a pesar de que ahora creo que estamos llegando a una 
salida y podremos discutir. 


Si bien yo mencionaba que se articulan cuatro aspectos distintos, debo informar que dos de 
ellos han funcionado en el país durante mucho tiempo: el salario mínimo por decreto y los Consejos de 
Salarios. Entonces, lo nuevo aquí sería la negociación bipartita por empresa y el antecedente que ha 
habido ha sido durante el Gobierno del doctor Sanguinetti, con la Ministra de Trabajo Ana Lía Piñeyrúa, 
cuando se dio una larga discusión e intercambio sobre negociación colectiva. En esa instancia, se llegó 
a algún acuerdo, con dos puntos fundamentalmente de disenso que llevaron a que luego no se 
aprobara. De todas maneras, nosotros tomamos eso como base para este intercambio. 


Entonces, pensamos que este tema no debería tener un tratamiento demasiado largo. Sin 
embargo, no podemos adelantar nada porque, a veces, en la discusión tripartita aparecen temas que 
parecen menores, pero luego son un obstáculo para la discusión. Claro, no esperamos discutir 
indefinidamente; si en algún momento no se llega a un acuerdo, pero hay insumos suficientes, 
elaboraremos algún proyecto que tenga puntas sueltas y lo enviaremos como insumo para que lo 
resuelva quien lo tiene que resolver, que es el Poder Legislativo. 


Por otra parte, quería detenerme en un aspecto. Durante el Gobierno del doctor Sanguinetti 
también hubo una ocupación prolongada, de alrededor de un año, de Cristalerías del Uruguay, que se 
resolvió mediante la intimación a la desocupación y los trabajadores abandonaron el local 
tranquilamente. Ahora bien, luego de cinco años los trabajadores concretaron su aspiración de 
recuperar la empresa. 


Nosotros estamos apoyando treinta experiencias de recuperación de empresas. Una de ellas 
es la de la ex Cristalerías del Uruguay, que ahora se llama Envidrio y que ha tenido un aspecto 
destacado. Si bien la planta todavía está en construcción, la cooperativa se asoció con los anteriores 
dueños de Cristalerías del Uruguay para emprender una comercialización común de ahora en adelante. 
Esta experiencia es muy importante y ha llevado la sociedad a una de las empresas más grandes de 
Brasil, lo cual fue posible por la forma de tratar la ocupación en su momento. Si hubiera terminado de 
otra forma, esto no hubiera sido posible. 


Muchas veces tenemos criterios distintos con respecto a si esto forma parte de la huelga o no; 
pero, en realidad, no deberíamos tener visiones diferentes. Consideramos que la mejor forma de salir 
siempre es mediante la negociación y tratando de encontrar algún tipo de acuerdo. Estamos en ese 
camino y si podemos concretarlo en un proyecto, va a ser mucho más beneficioso para los 
trabajadores, los empresarios y todo el país. Elegimos un camino que, si bien no es el más rápido, 
pensamos que es el más seguro, aun con la salvedad del señor Senador Sanguinetti de que el 
Gobierno advierte que es difícil lograr un consenso. Sin embargo, es importante el avance que 
hagamos por lo que seguirá después. Creo que vamos a tener avances, pero no acuerdos, por lo que 
decía al principio. Si se parte de la base de que acordamos todo o no acordamos nada, entonces no 
acordaremos nada. Los puntos en común alcanzados en todo este tipo de intercambios han sido 
suficientemente importantes como para justificar el proceso. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que, tal como ratificaba el señor Subsecretario, aquí tenemos una 
diferencia importante en los tiempos, en virtud de la experiencia que hemos tenido en el transcurso de 
estos dos años y algo de Gobierno. 


A mi juicio, el solo hecho de tener que vivir una experiencia de estas características nos da 
fundamento suficiente como para tratar de encontrar una solución lo más rápidamente posible a fin de 
dársela al propio Gobierno. Creo no haber entendido mal las declaraciones del señor Ministro cuando 
habló de la derogación que hiciera el Poder Ejecutivo, no el Ministerio del Interior. En esas 
circunstancias, el Poder Ejecutivo -que seguramente no habrá consultado al Ministro de Trabajo y 
Seguridad Social- derogó el decreto a instancias del ex Ministro del Interior, José Díaz, lo que de 
alguna manera le quitaba margen de acción para enfrentar los problemas que se le presentaban en 
forma inmediata. Creo que eso conspira contra la paz laboral, la inversión y la generación de puestos 
de trabajo. Entonces, como nunca, el Gobierno necesita disponer de un instrumento de estas 
características. Me da la impresión de que en el marco de una gran ley sobre convenios colectivos, 
seguramente tenemos por delante mucho tiempo de discusión antes de llegar a una instancia de 
resolución efectiva de una norma de esas características. En este sentido, quiero decir que el Partido 
Nacional comparte la búsqueda de los consensos sociales. De hecho, nosotros hemos participado en 
Comisiones, convocadas desde la órbita del Poder Ejecutivo, para trabajar en esta temática y estamos 
dispuestos a seguir haciéndolo. También es verdad que el Poder Legislativo cumple ese rol y que no 
sanciona las leyes encerrado en una burbuja. Es más; tanto por ésta como por todas las demás 
Comisiones pasan delegaciones de empresarios y de trabajadores, que son quienes forman parte de la 
vida social del país y son los que nos van nutriendo de la realidad y de los distintos puntos de vista que 
necesariamente deben ser contemplados en todos los casos. 


Incluso, quiero decir que sobre esta forma de trabajo que nos propone el señor Ministro, 
tenemos algunas experiencias que refieren a iniciativas que, proviniendo del Poder Ejecutivo, no fueron 
todo lo exitosas o por lo menos participativas, como nosotros lo esperábamos. Digo esto, porque tanto 
en la ley de tercerizaciones -sobre la que tanto se discute su interpretación- como en la que modifica la 
prescripción de los créditos laborales, prácticamente no hubo instancia de discusión en ninguna de las 
Cámaras y ambas normas fueron aprobadas durante el receso parlamentario en sesiones 
extraordinarias convocadas a esos efectos. Por lo tanto, no nos gustaría repetir esa experiencia en un 
tema de esta delicadeza. 


A mi juicio, en medio de todo esto hay un tema constitucional. Personalmente, no creo -como 
ha sido señalado por el señor Ministro- que la ocupación forme parte del derecho de huelga; por el 
contrario, pienso que conspira contra él porque le impide al trabajador optar. Por ejemplo, cuando en 
una ocupación un trabajador quiere trabajar y no parar, no tiene posibilidad de ejecutar esa decisión 
porque, si el lugar de trabajo está ocupado, le es imposible ejercer su derecho. 


Es por todo lo expuesto que nosotros pensábamos en una solución legislativa contando con 
la participación de la justicia laboral. Desde luego que en esta materia tiene que haber un ámbito de 
negociación en el que exista una gran participación del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social que, 
en todos los casos -o en la mayoría de ellos- debe ser previo. Es decir que el instrumento que 
aprobemos para la desocupación de los lugares de trabajo será el que se aplique en aquellas 
circunstancias en las que se hayan agotado todas las instancias previas -en las que necesariamente 
participa el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social- para llegar a un encuentro de voluntades. 


De todas maneras, de las manifestaciones del señor Subsecretario Bruni, rescatamos la 
posibilidad de pensar en una modificación de los proyectos de ley que hemos presentado, en el sentido 
de que cuando se inicie la instancia que prevea la ley se le dé participación, antes del Poder Judicial, al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a efectos de que brinde su opinión en la materia sobre la que 
se está trabajando. No obstante, repito, creo que aquí hay un problema de tiempos que a quien menos 
beneficia es al propio Gobierno, por más que efectivamente en el transcurso de los últimos meses, 
puedan haber disminuido algunas de esas ocupaciones. 


SEÑOR ABREU.- Doy la bienvenida al señor Ministro y al señor Subsecretario del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. 


Aprovechando la visita de ambos jerarcas, creo que podríamos realizar una invocación 
política, porque este es uno de los pocos casos -aunque hay algunos- sobre el que tenemos claras 
coincidencias. Digo esto, primero, por la necesidad que existe de legislar en la materia y, segundo, 
porque tanto desde el punto de vista social como político, este es un tema de altísima sensibilidad. Las 
únicas distancias que podríamos tener son de tiempo, pues el Poder Ejecutivo está a la espera de que 
logremos un consenso -que, seguramente, no se producirá- que es parte de una discusión sobre 
convenios colectivos que será objeto de ley en un futuro. No obstante ello, creo que existe coincidencia 


en la filosofía de algunos de los proyectos -seguramente con los dos- en cuanto a que la intención es la 
de tratar de legislar. 


Tan es así que uno de los fundamentos del Decreto del año 2005 es, precisamente, la 
necesidad de legislar sobre este tema y la verdad es que ya llevamos dos años en esto. 


También es cierto -y lo comprendo- que se pueden haber dado las previsiones del Poder 
Ejecutivo en cuanto a que el nivel de conflictividad iba a bajar, lo que efectivamente sucedió durante un 
tiempo. Sin embargo, aquí no se trata de medir cuál es el nivel de conflictividad, sino de ver qué 
protección o tutela de los derechos vamos a establecer y creo que en esto todos coincidimos. 


Tal como dijo el señor Presidente, ya tenemos una cierta experiencia en esta materia, 
derivada de la Ley de Tercerización o de la Ley de Prescripción. Pero, al no haber existido luego la 
posibilidad de aportar algunos comentarios o incluso modificaciones, hoy el Poder Ejecutivo se ve 
enfrentado a una realidad que debe administrar políticamente, entablando alguna negociación entre los 
actores. Esto, a su vez, es invocado como uno de los obstáculos que está postergando la decisión, ya 
que se hace necesario encontrar una solución que contemple las posiciones de trabajadores y 
empresarios. 


Ahora bien, si existiera -o si existe- esa coincidencia, más allá de la decisión política de decir 
que esto es algo que el tiempo va a manejar o administrar, sería una buena señal -incluso para la 
relación con la oposición- que pudiéramos avanzar legislativamente, porque de esa manera 
construiríamos caminos de entendimiento que son necesarios en todo momento. Lo que quiero 
significar es que, cuando se está ante circunstancias en que existen coincidencias, es muy importante 
aprovecharlas, porque a veces existen discrepancias que son irreconciliables. 


Así pues, más allá del hecho de que la decisión política siempre es del Poder Ejecutivo, me 
aventuro a dejar planteada esta preocupación por tratar de encontrar una vía, sobre todo cuando el 
Gobierno ya descarta la posibilidad de un consenso. Si este último no se da, porque simplemente las 
posiciones son irreconciliables -como hemos visto tantas veces- entonces tratemos de encontrar una 
salida que satisfaga al Poder Ejecutivo y a la oposición a través del acuerdo político o legislativo. Esto 
sería una señal de madurez política y mostraría que, más allá de los conflictos naturales entre el capital 
y el trabajo, las distintas fuerzas políticas del país, en toda su expresión y en toda su dimensión, son 
capaces de legislar con responsabilidad y con sensibilidad. 


SEÑOR KORZENIAK.- Ante todo, pido disculpas por haber llegado tarde. La razón de ello es que debí 
asistir, junto con otros compañeros Diputados, a una reunión en el despacho del señor Presidente del 
Senado, instancia ya fijada previamente; por eso pedí que se avisara de mi llegada tarde. Así pues, 
reitero mis disculpas a esta Comisión y también a los señores Ministro y Subsecretario. 


Quiero decir que me preocupa mucho el tema laboral -por razones ideológicas que nunca 
oculto- y la verdad es que tengo la enorme satisfacción de poder decir que en este Ministerio he 
encontrado un tipo de accionar que me complace casi en un noventa y nueve por ciento. Hablando 
concretamente de este tema específico, digo que me complace muy gratamente el espíritu de 
búsqueda de diálogo, así como también el espíritu conciliador, aun sabiendo cuáles son las posturas 
ideológicas de las autoridades del Ministerio. De la misma manera, conozco también las posturas 
ideológicas que tenemos en el Parlamento y prácticamente en lo que respecta a cada una de las leyes 
sobre cuestiones laborales o empresariales, me animaría a decir de antemano qué es lo que va a 
suceder. Aclaro que esto es, simplemente, franqueza de mi parte, porque no sé quién tiene la razón; en 
todo caso, yo tengo razón desde mi punto de vista. 


Pero esto que acabo de decir es así y lo podemos captar siempre. Cuando se presenta un 
problema o conflicto donde hay algo que puede favorecer a un sector de la población, el tiempo no 
urge, pero cuando se trata de un conflicto que puede favorecer a otro sector, entonces el tiempo sí 
urge. Esto es así en un porcentaje altísimo. Claro que, normalmente, estas cosas no se dicen porque 
se cree que detrás de tales palabras hay agresividad; personalmente, estoy convencido de que no es 
así, en absoluto. 


SEÑOR MOREIRA.- No le entendí la frase anterior, señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK.- Quiero decir que, por ejemplo, el apuro o la demora depende de quién se 
piense que va a ser favorecido. Aunque todos decimos que el favorecido es el país, sabido es que 
cuando hay un problema de conflicto empresarial-laboral el tema es así. Deseo retrotraer el asunto a 
otro punto en donde, con dudas iniciales, después comprendí muy bien la manera de proceder del 
Ministerio que, a mi juicio, es la misma que ahora. 


Cabe recordar que cuando tuvo lugar la gestación del tema del fuero o de la libertad sindical, 
las objeciones eran tremendas. Por ejemplo, se decía que se invertía la carga de la prueba. Para mí se 
trata de un problema absolutamente artificial, porque el que demanda siempre tiene que probar, por 
más que se diga que se invierte la carga de la prueba. 


Sin embargo, había otro problema que era muy duro y tenía que ver con el despido cuando se 
producía por razones sindicales. La ley establece algo que la Constitución uruguaya, a diferencia de 
muchas, no lo tiene. En el Uruguay la Constitución permite el despido sin causa debiendo pagarse la 
indemnización, así sea del mejor trabajador de una empresa. No obstante, cuando el despido era por 
razones sindicales, aquí se estaba estableciendo -admito que era un tema muy fuerte- nada menos 
que la solución contraria, en el sentido de que en ese caso no se puede despedir. De manera que era 
un cambio abrupto. En ese caso puntual observé que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social actuó 
con el mismo criterio que manejó hoy. Digo esto, porque se intentó llegar a un acuerdo, los dirigentes 
patronales y laborales decían cosas para afuera y después, por separado, venían acá y señalaban al 
señor Ministro que no podían decir tal cosa en público. Esto fue así hasta determinado momento, 
porque así como hoy se plantean ciertas urgencias, también en aquella circunstancia se veía como un 
tema que a todos nos preocupaba. Por eso creo que es cierta la coincidencia en la necesidad de 
legislar. Ahora bien, no creo que las coincidencias vayan mucho más allá. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Ministro está bastante de acuerdo con nuestro proyecto y así lo 
expresó. 


SEÑOR KORZENIAK.- No estoy seguro de eso; creo que tiene diferencias. 


Advertí que en determinado momento la Bancada le dijo al señor Ministro: “Queremos que 
usted nos explique por qué todavía no ha venido”. “Usted dice que ha negociado, que ya casi no se 
puede seguir avanzando”. Luego, aclaró: “Para tal día les voy a mandar un proyecto que está basado 
en los insumos que hasta ahora he conseguido y que no han logrado un acuerdo entre las partes”. Así 
fue y hoy le entendí exactamente eso. Tal vez no logra un acuerdo -ojalá lo logre- y, entonces, como 
siempre, habrá puntos en los cuales hasta los dirigentes gremiales de los trabajadores y de los 
empresarios, si bien no dicen para afuera que acordaron, sí lo hicieron. El señor Ministro tiene el buen 
criterio de decir que cuando los insumos sean suficientes va a enviar un proyecto de ley. 


Soy muy parco -tengo claro que cuando concurren visitantes sólo se les hace preguntas, 
pero hoy no lo fui, porque llegué tarde a la Comisión y tenía la necesidad de disculparme por ello. 
Como siempre hay muchas alegaciones y argumentaciones, quiero hacerla y decir algo más. 


Por razones geográficas he estado siguiendo muy de cerca el tema de la ocupación de la 
fábrica Anchoíta en la Paloma, departamento de Rocha. El Juez aportó algo muy interesante en uno de 
los tipos de ocupación, que es la de una fábrica que cierra y los trabajadores la ocupan, porque quieren 
asegurarse algún material para poder cobrar las deudas laborales. Me gustaría que eso también se 
tuviera en cuenta, porque se trata de una decisión judicial muy importante. Después apareció una 
nueva muy buena con un embargo específico contra la desocupación. Lo digo porque vaya saber si no 
hay posibilidades de que alguna de esas soluciones esté en las leyes que tenemos a la vista. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Más allá de las soluciones, pareciera haber diferencias en cuanto a la 
percepción de los tiempos, lo que también fue expresado por el señor Presidente y por el señor 
Senador Abreu. 


Me gustaría realizar dos o tres apreciaciones, una de las cuales ya fue mencionada por el 
señor Ministro en su intervención. El año 2007, como producto del diálogo que se produjo en los 


Consejos de Salarios -esto debe ser rescatado- va a ser distinto en comparación con el 2006 y 2005. 
No estoy diciendo que no vaya a haber conflictos, porque ya los hay y los va a seguir habiendo, pero 
todos sabemos que en el 2008 vencen la mayoría de los acuerdos que se dieron en los Consejos de 
Salarios, como consecuencia del diálogo, como ya expresáramos. Por lo tanto, este es un año que va a 
permitir salir de la coyuntura para pensar un poco más en el futuro a mediano y largo plazo. 


En segundo término, el tema de las ocupaciones es tan viejo como desde que se consagró el 
derecho de huelga. El señor Senador Sanguinetti podrá recordar las ocupaciones que se dieron en el 
año 1985 de toda la cadena textil, de los sanatorios como la Asociación Española, del transporte 
urbano de Montevideo, etcétera. 


Quiere decir que este tema se viene arrastrando desde hace mucho tiempo y me parece que 
salvo en la segunda Administración del señor Senador Sanguinetti -en ese sentido el señor Ministro 
Bonomi hizo mención al Ministerio de la doctora Piñeyrúa- se ha venido prorrogando y por ahora no se 
le han encontrado soluciones. 


En consecuencia, creo que podemos tener diferencias en la percepción que tenemos de los 
tiempos, máxime en una materia como esta, que tiene que ser pensada para cortos, medianos y largos 
plazos. Eso no ha impedido que se dieran estos convenios y no voy a mencionar cifras, porque no 
tiene sentido, pero cuando manejo recuperaciones me refiero a cifras de empleo y no de desempleo, 
ya que es un elemento más positivo. Reitero, ahora no voy a citar cifras, pero quiero decir que nada ha 
impedido que exista un período relativamente favorable en el país en la materia. 


Por otra parte, quiero decir que ese diálogo no es producto de este Gobierno, sino de toda 
una cultura nacional. Todos sabemos cómo nos enorgullecemos cuando cada vez que salimos al 
exterior se habla del diálogo que se procesa en el Uruguay. A propósito, este año nuestro país ha sido 
elegido por la Organización de las Naciones Unidas y por las agencias dependientes de dicha 
Organización que coordinan a través del PNUD -la agencia de la ONU en el Uruguay- como país piloto 
en todo el mundo por su experiencia de diálogo. Eso se va a aplicar en el correr del año 2007, 
fundamentalmente en lo que tiene que ver con el diálogo y debates nacionales sobre la seguridad 
social. Creo que ese es un elemento que debemos rescatar y apostar al optimismo, porque el diálogo 
ha sido una característica que todos hemos practicado, a veces más, a veces menos y otras también 
nos hemos peleado, pero es una característica que tenemos que rescatar. Esto, unido a los dos 
elementos anteriores que mencioné no ha obstaculizado el crecimiento del empleo y demuestra cómo 
es un tema que se arrastra prácticamente desde la consagración del derecho de huelga en la 
Constitución. No seamos tan pesimistas en cuanto a que los tiempos están tan diferenciados en 
nuestras distintas percepciones. 


Por último, quiero señalar que seguramente no habrá consenso; hay que gobernar, pero una 
cosa es gobernar en monólogo -tal como se hicieron muchas reformas en la década de los 70, 
además, con un monólogo autoritario- y otra muy distinta gobernar sin consenso en un ambiente en el 
cual se proyectan leyes y se recogen insumos para que sean analizados. Entonces, para terminar 
quiero decir que con estos elementos, sinceramente relativizaría bastante las diferencias de tiempo y 
rescataría como elemento sustancial la voluntad que existe en legislar en la materia. 


SEÑOR MOREIRA.- Por mi parte quiero hacer una breve reflexión sobre las expresiones del señor 
Senador Korzeniak con las que me permito discrepar. Puedo aceptar, aunque a veces discrepemos, 
que el señor Senador sea un buen intérprete de la Constitución, pero no le concedo la autoridad de ser 
intérprete de las intenciones de las otras bancadas legislativas. 


En ese sentido, discrepo con el señor Senador cuando habla de prisas o demoras en función 
de la defensa de los intereses de una u otra clase. 


No se trata de que algunos defendamos a los empresarios y otros a los trabajadores, sino 
que estamos haciendo un análisis contextual para la defensa de los intereses de todos los uruguayos. 
De lo que el señor Senador manifestó prácticamente se infería que nosotros defendemos a una clase 
social y eso no lo permito. A ello quiero agregar que en algunas experiencias que hemos tenido, la 
Bancada de Legisladores del Gobierno no ha buscado el consenso. 


Es así que puedo mencionar la ley de tercerizaciones vigente, que prácticamente está en 
suspenso y es muy debatida en el Consejo tripartito. Se trató de un proyecto de ley que aprobamos al 
galope y sobre el que no se nos permitió introducir ni una opinión. Recuerdo que el señor Senador 
Vaillant hacía apreciaciones de cómo había que interpretar la ley pero, si bien las discusiones 
parlamentarias pueden servir, los señores Senadores no somos fuente de Derecho y ahora se está 
dando un gran debate sobre la misma. Ojalá lleguemos a los consensos, pero con algunos estilos no 
va a ser posible lograrlos y eso no le sirve al Uruguay. No sé si la Bancada de Gobierno presentó 
algún proyecto de ley sobre el tema de las ocupaciones en alguna de las dos Cámaras; me parece que 
no lo hizo. ¡Ojalá el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social elabore un proyecto de ley que tenga 
consenso! 


En síntesis, no queremos que se nos adjudique ese tipo de cosas. Nosotros no actuamos en 
defensa de un sector; lo hacemos cuando le sirve al Uruguay. 


SEÑOR KORZENIAK.- Simplemente quiero aclarar que interpreto que las sesiones donde vienen 
invitados son para plantear las consultas pertinentes. Ahora bien, todas las intervenciones anteriores 
tuvieron ingredientes de alegato y de argumentación, por lo que quien habla hizo lo mismo. Entonces, 
no voy a contestar al señor Senador, porque creo que es perder el tiempo en una sesión que está 
dedicada a escuchar a nuestro distinguido y querido invitado. 


SEÑOR MOREIRA.- Entonces, le pido que modere su lenguaje. 


SEÑOR KORZENIAK.- Ese es un consejo que lo acepto, sobre todo cuando se producen muchas 
repeticiones que me aburren mucho y me ponen un poco nervioso. 


SEÑOR MINISTRO.- Muy brevemente quiero agregar que muchas veces lamento tener que discutir si 
las ocupaciones forman o no parte de la huelga cuando se trata de ocupaciones con las que discrepo 
profundamente por las razones que se esgrimen. Hubo ocupaciones que fueron absolutamente 
perjudiciales, pero en lugar de discutir su por qué o su razón, que era lo importante para el país, se 
debatió acerca de lo mismo que se habló aquí o sea de si forman o no parte de la huelga. Uno de 
esos casos, fue la discusión sobre Turboflow -que no fue una ocupación- y lo mencioné públicamente. 
Sobre la misma lógica de lo que sucedió con la empresa Turboflow, se produjeron ocupaciones de 
pequeñas empresas metalúrgicas o de otro orden, que generaron problemas. En esos casos, lo que 
importaba era discutir las razones y la estrategia de la ocupación, saber a dónde se quería llegar con la 
misma, porque tuvo resultados totalmente perjudiciales. Reitero que en el caso de Turboflow no se 
trató de una ocupación, pero se daba la lógica de que se reclamaba determinado ingreso, porque en 
Estados Unidos el salario era muy superior. Se exigía, entonces, que si esa tarea se pagaba de 
determinada forma en Estados Unidos, se hiciera lo propio en nuestro país. Pero en ese caso no se 
estaba teniendo en cuenta el porcentaje de los ingresos, su significado y su relación con el Producto 
Bruto Interno. En los hechos, esa situación se tradujo en la renuncia de todas las empresas 
metalúrgicas que trabajaban para Botnia y, a su vez, esta empresa terminó por resolver el problema 
metalúrgico con la contratación de otras empresas en el exterior o con la contratación de empresas de 
la construcción. 


Esa lógica -aunque en el caso de Botnia no hubo ocupación- es la que se utilizó para llevar 
adelante las ocupaciones que, en los hechos, terminaron con la renuncia de la empresa a trabajar para 
otro país y con cuarenta puestos de trabajo. 


Por eso digo que, quizás, hubiera sido mucho más importante discutir otros temas y no si la 
ocupación era parte de la huelga. Aclaro que aunque personalmente consideraba que formaba parte de 
la huelga, en ese caso pensaba que era absolutamente equivocado ocupar para reivindicar lo que 
estaban reivindicando. Ese otro debate hubiera sido mucho más rico, no porque el Gobierno tenga que 
discutir si una reivindicación es correcta o no, sino para encontrar una lógica para el país. Sin embargo, 
muchas veces ingresamos en este otro tipo de discusiones cuando podríamos haber hincado el diente 
en una discusión de más largo plazo. 


Por supuesto, no es el tema de la convocatoria, pero no quería irme sin referir a hechos como 
estos que, por cierto, tuvieron lugar en varios sectores. Espero que luego de salir de esta situación 
podamos discutir otros elementos que, en mi opinión, son de fondo. 


Muchas gracias. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Como decía el señor Senador Korzeniak, la sesión ha derivado en ciertos 
aspectos en los que, por cierto, no voy a ingresar. Simplemente, quiero destacar lo siguiente. En primer 
lugar, nos parece urgente legislar. Por lo tanto, no solamente estamos de acuerdo en legislar, sino 
también en la urgencia. ¿Por qué? Por un tema de derechos. Dicho de otro modo, el derecho de 
huelga está protegido por la Constitución y las leyes -bien protegido y amparado- pero no está bien 
protegida y amparada la libertad de trabajo. Hoy tampoco está bien protegido y amparado el derecho 
de propiedad en el ejercicio de una economía de mercado. Estas son, entonces, las razones de 
urgencia. 


En segundo término, por lo que se ha dicho acá la historia del país ha sido razonable. No se 
puede decir que se va a resolver o no el tema de las ocupaciones. Por mi parte, diría que no se va a 
resolver nunca. Se podrá prevenir, en cuyo caso, de lo que se trata es de tener procedimientos 
adecuados para preservar los tres derechos que están siempre en colisión: el derecho al trabajo, el 
derecho de propiedad y el derecho de huelga. Es una colisión de, por lo menos, tres derechos; algunos 
analistas agregan otros, pero pienso que por lo menos son tres. 


Este es el punto que nos parece urgente resolver, porque hoy no está legislado. Como muy 
bien se ha dicho, la tradición del país ha sido buena. Pero, a mi juicio, de ella surge que ha sido un 
error haber derogado el decreto. No pretendo que lo diga el señor Ministro, pero de sus palabras no 
trascendía una opinión de mucho apoyo a la derogación inicial, porque es un hecho que las 
autoridades del Gobierno tuvieron que afrontar un sarampión de ocupaciones, si se me permite la 
expresión, porque el país vivió una primavera de ocupaciones. Hoy felizmente adormecida, en este 
comienzo de otoño, pero en cualquier momento puede activarse en función de las circunstancias 
económicas o políticas del país. 


Entonces, insisto en que no vincularía este tema de las ocupaciones con el hecho de lograr 
una legislación laboral tan amplia como la que aquí se ha planteado porque, en definitiva, eso no va a 
ser bueno para nadie. Básicamente, creo que no va a ser bueno para el propio Gobierno o para el 
Ministerio, que va a actuar con mucha más autoridad en la medida en que tenga una ley que 
establezca su capacidad de actuar y estipule claramente los derechos a proteger. Me parece que ese 
es el tema: aquí hay una colisión de derechos y, entonces, no se trata de elegir uno y olvidarnos del 
resto, sino de buscar los procedimientos que equilibren el ejercicio de todos ellos. 


Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a los señores Ministro y Subsecretario su presencia en la 
Comisión. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 10 minutos.) 
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